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Jueza Grana Martínez y el Juez Sánchez Ramos. 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de enero de 2020. 

I. 

El 7 de abril de 2017 la Sra. Zuleika Y. Gandía Juarbe 

presentó Querella contra la Farmacia Ruiz Belvis, alegando, entre 

otras cosas, haber sido despedida injustificadamente de su empleo. 

Reclamó $4,690.40 por concepto de mesada. El 12 de abril de 2017, 

la Farmacia Ruiz Belvis contestó la Querella, negando las 

alegaciones de la Sra. Gandía Juarbe y esgrimiendo varias defensas 

afirmativas. 

El 30 de mayo de 2017 la Sra. Gandía Juarbe interpuso 

Solicitud de Sentencia Parcial por las Alegaciones. El 22 de junio de 

2017 la Farmacia Ruiz Belvis se opuso a dicha Moción. El 28 de 

septiembre de 2018 el Tribunal de Primera Instancia dictó Sentencia 

Parcial en la que concluyó que, la Farmacia Ruiz Belvis despidió 

injustificadamente de su empleo a la Sra. Gandía Juarbe y le ordenó 

pagar $3,960.00 como mesada. 

Inconforme, el 18 de octubre de 2018 la Farmacia Ruiz Belvis 

acudió ante nos en Apelación. Plantea: 
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL DICTAR 

SENTENCIA PARCIAL DECLARANDO CON LUGAR LA SOLICITUD DE 

SENTENCIA PARCIAL POR LAS ALEGACIONES AL AMPARO DE LA 

REGLA 10.3 DE PROCEDIMIENTO CIVIL EN LAS CIRCUNSTANCIAS 

DE ESTE CASO. 
 

El 26 de noviembre de 2018 la Sra. Gandía Juarbe se opuso 

a la Apelación. Contando con la comparecencia de ambas partes, el 

Derecho y la jurisprudencia aplicable, procedemos a resolver. 

II. 
 

El propósito de la Ley sobre Despidos Injustificados (Ley 80),1 

es “desalentar la incidencia de despidos injustificados en la Isla y 

proveer remedios más justicieros a las personas que son despedidas 

sin justa causa”.2 La Ley 80 es el estatuto que rige las causas de 

acción de un empleado contratado sin tiempo determinado ante un 

despido injustificado y la indemnización por concepto de su sueldo 

devengado que tiene derecho a cobrar de un patrono.3 

 Anterior a la aprobación de la Ley de Transformación y 

Flexibilidad Laboral (Ley 4–2017)4 el 26 de enero de 2017, el Art. 11 

de la Ley 80 establecía los requisitos de forma para contestar una 

demanda o querella. Disponía: 

En toda acción entablada por un empleado reclamando 
los beneficios dispuestos por las secs. 185 a 185m de 

este título, el patrono vendrá obligado a alegar, en su 
contestación a la demanda, los hechos que dieron 

origen al despido y probar que el mismo estuvo 
justificado para quedar eximido de cumplir con lo 
establecido en la sec. 185a de este título. (Énfasis 

nuestro) 

Con la aprobación del referido estatuto 4–2017 se eliminaron 

tales requisitos, al enmendarse el Art. 11 de la Ley 80. Dispone lo 

siguiente: 

En todo pleito fundado exclusivamente en esta Ley, el 

tribunal celebrará una conferencia no más tarde de 

 
1 Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 29 LPRA §§185a et seq. 
2 SLG Serrano-Báez v. Foot Locker, 182 DPR 824, 835 (2011). 
3 Íd. §185a. 
4 Ley Núm. 4 de 26 de enero de 2017, 29 LPRA §§121 et seq. Esta ley establece 

que “[l]os empleados contratados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, 
continuarán disfrutando los mismos derechos y beneficios que tenían 

previamente, según lo dispuesto expresamente en los Artículos de ésta.” 29 LPRA 

§121a. 
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sesenta (60) días después de presentarse la 
contestación a la demanda o querella, a la cual las 

partes vendrán obligadas a comparecer o ser 
representados por una persona autorizada a tomar 

decisiones, incluyendo la transacción de la 
reclamación. Durante dicha vista se examinarán las 
alegaciones de las partes, se identificarán las 

controversias esenciales y se discutirán las 
posibilidades de una transacción inmediata de la 
reclamación. De no transigirse la reclamación, el 

tribunal ordenará el descubrimiento que quede 
pendiente y expeditará el señalamiento de fecha para 

celebrar la conferencia con antelación al juicio.5 
 

Respecto a la aplicación de la ley en el tiempo, el Art. 3 del 

Código Civil de Puerto Rico establece que “[l]as leyes no tendrán 

efecto retroactivo, si no dispusieren expresamente lo contrario”.6 

Esta disposición no constituye un principio rígido de interpretación 

absoluta.7 La intención retroactiva de una ley puede ser expresa o 

tácita.8 Es decir, la retroactividad “debe aparecer expresamente o 

surgir claramente del estatuto”.9 

La retroactividad no puede menoscabar obligaciones 

contractuales ni derechos adquiridos al amparo de una ley 

anterior.10 Esto aplica solamente a disposiciones sustantivas y no 

procesales.11 Las leyes procesales tienen efecto retroactivo y deben 

aplicarse con preferencia, por suponer mayor protección de los 

derechos en litigio. 12  Por lo tanto, las disposiciones procesales 

tienen efecto retroactivo y aplican a casos pendientes salvo que la 

Asamblea Legislativa disponga lo contrario.13 

 
 

 
 
 

 
5 Íd. §185k. 
6 31 LPRA §3. 
7 Vélez v. Srio. de Justicia, 115 DPR 533, 542 (1984). 
8 Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, 177 DPR 728, 758 (2009). 
9 Íd., pág. 758. 
10 Domínguez Castro v. ELA I, 178 DPR 1, 130 (2010). 
11 Clases A, B y C v. PRTC, 183 DPR 666, 679-680 (2011); Cortés Córdova v. Cortés 
Rosario, 86 DPR 117, 123 (1962); RE Bernier y JA Cuevas Segarra, APROBACIÓN E 

INTERPRETACIÓN DE LAS LEYES EN PUERTO RICO, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 1987, 
Vol. I, pág. 400. 
12 Clases A, B y C, supra; J. Castán Tobeñas, DERECHO CIVIL ESPAÑOL, COMÚN Y 

FORAL, 12ma ed., Madrid, Ed. Reus, 1982, T. I, Vol. I, pág. 623, esc. 1. 
13 Clases A, B y C, supra; Ortiz v. Fernós López, 104 DPR 851, 852 (1976). 
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III. 
 

La Farmacia Ruiz Belvis arguye que la Contestación a la 

Querella fue adecuada. Aduce que, el vigente Art. 11 de la Ley 80, 

enmendado por la Ley 4–2017, no exige requisito de forma alguno. 

Plantea que la aludida enmienda procesal no incide en los derechos 

y beneficios que el Art. 1.2 de la Ley 4–2017 ordena que la Sra. 

Gandía Juarbe continúe disfrutando. Explica que tales derechos y 

beneficios, sólo pueden vindicarse por la Sra. Gandía Juarbe, bajo 

el palio de la nueva regla procesal de la Ley 4–2017, por ésta aplicar 

retroactivamente y someterse la Querella posterior a su vigencia. La 

Farmacia Ruiz Belvis tiene la razón. 

 Incuestionablemente, la enmienda introducida a la Ley 80 

mediante la Ley 4–2017, vigente desde el 26 de enero de 2017, aplica 

a este caso, primero, porque la Querella fue presentada el 7 de abril 

de 2017, es decir, durante la vigencia de la Ley 4–2017. Segundo, 

dicha enmienda es estrictamente procesal y no sustantiva. Trata 

meramente de los requisitos de forma que un patrono debe seguir al 

contestar una querella. Tercero, nada en la Ley 4–2017 prohíbe la 

retroactividad de sus enmiendas procesales. Es más, podría hasta 

decirse que su Art. 1.2 lo alienta, al hacer la salvedad de que un 

empleado podrá disfrutar de los mismos derechos y beneficios, 

según lo dispuesto expresamente en los artículos de la Ley 4–

2017.14 

Nos parece innecesario recurrir al historial legislativo y otros 

documentos interpretativos --como lo es la Opinión de la Secretaria 

del Departamento de Justicia 15  o el Memorando Explicativo del 

Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos--,16 

 
14 29 LPRA §121a. 
15 Opinión Núm. A-77-17, Departamento de Justicia, 24 de enero de 2016. 
16 Memorando Núm. 2017-006, Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, 

28 de junio de 2017. 
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para buscar una intención legislativa que surge diáfanamente de la 

letra clara y precisa del estatuto.17 

Por otro lado, el Tribunal de Primera Instancia concluyó 

equivocadamente que la Farmacia Ruiz Belvis respondió de forma 

insuficiente a la Querella. Habiéndose eliminado por la Ley 4–2017 

los requisitos de forma del anterior Art. 11 de la Ley 80 con 

anterioridad a que la Sra. Gandía Juarbe interpusiera la Querella, 

la Farmacia Ruiz Belvis no tenía que alegar en su Contestación los 

hechos que originaron el despido ni presentar prueba sobre ello. 

Tampoco el actual Art. 11 de la Ley 80 impone requisito de forma 

alguno que incidiera sobre el contenido de la Contestación a la 

Querella. Por lo anterior, erró el Foro a quo al dictar sentencia a base 

de dichos fundamentos. 

IV. 

De conformidad con los fundamentos esbozados, se revoca la 

Sentencia Parcial. Se ordena al Tribunal de Primera Instancia 

continuar los procedimientos de forma compatible con lo aquí 

resuelto. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Grana Martínez disiente sin 

opinión escrita. 

 

 
 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
17 “Cuando la ley es clara libre de toda ambigüedad, la letra de ella no debe ser 

menospreciada bajo el pretexto de cumplir su espíritu.” Art. 14 del Código Civil 

de Puerto Rico, 31 LPRA §14. 


